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Resumen
La actualidad evidencia cómo la inteligencia artificial ha irrumpido 
en la órbita planetaria e impactado en todos los sectores sociales; 
evidentemente, el Derecho no es la excepción. Las posibilidades 
que ella ofrece, en relación con la capacidad para procesar y alma-
cenar datos, abre un abanico de probabilidades en la administración 
de justicia. Sin embargo, su incorporación en la toma de decisiones 
judiciales está sujeta a discusiones de gran calado ético y jurídico. El 
presente trabajo analiza los beneficios y riesgos de tal uso. Si bien 
es cierto que la inteligencia artificial promete mejorar la eficiencia 
y optimizar los procesos, es preocupante, realmente, reconocerla 
como una herramienta capaz de dictar decisiones judiciales. Las 
preguntas obligadas se centrarían en la responsabilidad en caso de 
un fallo erróneo, la garantía de la proporcionalidad, la salvaguarda 
de los derechos fundamentales y la limitación de los sesgos en la 
toma de decisiones automatizadas, con respecto a la equidad. Evi-
dentemente, estas cuestiones no son baladí y, por tanto, no han de 
ser ignoradas. 
Palabras clave: Inteligencia artificial; administración de justicia; 
decisiones judiciales; legitimidad de la justicia; derechos funda-
mentales.
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Abstract
The current situation shows how artificial intelligence has burst 
into the planetary orbit and impacted on all social sectors; 
obviously, law is no exception. The possibilities it offers, in relation 
to the capacity to process and store data, opens up a range 
of probabilities in the administration of justice. However, its 
incorporation in judicial decision making is subject to profound 
ethical and legal discussions. This paper analyses the benefits 
and risks of such use. While it is true that AI promises to improve 
efficiency and optimise processes, it is worrying to recognise it 
as a tool capable of making judicial decisions. The necessary 
questions would focus on liability in the event of an erroneous 
ruling, ensuring proportionality, safeguarding fundamental rights 
and limiting bias in automated decision making, with respect to 
fairness. Clearly, these issues are not trivial and therefore should 
not be ignored. 
Keywords: Artificial intelligence; administration of justice; judicial 
decisions; legitimacy of justice; fundamental rights.

Sumario
I. Impacto de la inteligencia artificial en el Derecho; II. La inteligencia 
artificial en la toma de decisiones judiciales; III. El mito de la neutra-
lidad: cuando el sesgo se esconde tras la objetividad; IV. Conclusio-
nes; V. Referencias.

I. IMPACTO DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL 
EN EL DERECHO
La inteligencia artificial (IA) se configura en un contexto teórico y 
conceptual en el que se reconoce que esta tiene como objetivo el 
desarrollo de sistemas computacionales que cuentan con capacidad 
para actuar en espacios en los que se requiere de la inteligencia 
humana. Se hace referencia al razonamiento, el aprendizaje, la per-
cepción y la toma de decisiones, etc. Así la reconoce Cotino (2017), 
cuando defiende que ella «permite generar patrones dinámicos de 
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tendencias de futuro: la predictibilidad y el apoyo en la toma de deci-
siones» (p. 133). De igual manera, otros autores la entienden como 
«la capacidad de las máquinas para imitar y ejecutar tareas que re-
quieren inteligencia humana» (Farfán, 2023, p. 175).
Esta problemática recuerda el debate planteado por Hart (1961), 
quien sostenía que el Derecho es un sistema de reglas primarias y 
secundarias. En el pensamiento del autor, podría entenderse la apli-
cación de las reglas primarias (obligaciones legales) como un inten-
to de automatizar, pero sin la capacidad de interpretar las normas, 
atendiendo a otras cuestiones en el caso concreto (pp. 102-103). 
En el contexto actual, no es discutible el impacto provocado por la 
IA y la importancia en su empleo y manejo, pues la capacidad para 
replicar procesos cognitivos humanos, como el razonamiento y la 
toma de decisiones, la convierte en una herramienta con el poder 
de proyectarse en los diferentes marcos, como los económicos, po-
líticos, sociales y jurídicos. 
Desde algunos sectores proponen identificarla, atendiendo a la capaci-
dad algorítmica que le permite un aprendizaje por el cual es capaz de 
instruirse a partir de datos; ese conocimiento pudiera destinarse a la 
adopción de decisiones, cual si se tratase de un ser humano. A dife-
rencia de las personas, los sistemas de IA pueden operar sin descanso 
y analizar grandes volúmenes de información simultáneamente, lo que 
les permite ejecutar tareas con mayor eficiencia y con una proporción 
de errores considerablemente menor. Para Rouhiainen (2018), son des-
tacables las características que la identifican. En este sentido, apunta a 
la capacidad que tiene de almacenamiento de datos y de aprendizaje 
para adoptar decisiones, lo que significa que una máquina puede con-
vertirse en un actor con posibilidad de adoptar decisiones concretas en 
un ámbito específico (p. 17) o, lo que es lo mismo, «trasladar el modo 
de pensamiento y razonamiento humanos a la computación. Particular-
mente se propone desarrollar en la máquina la capacidad de percep-
ción, el aprendizaje a partir de la experiencia, relacionar conocimiento 
incluyendo conocimiento abstracto o conceptos y resolver problemas» 
(Alastruey, 2021, p. 183). Permitir la sustitución de una responsabilidad 
que, en principio, debería asumirse por una persona, por la de los siste-
mas inteligentes, debe llevar consigo un análisis cauteloso, sobre todo, 
en los marcos concretos en que esa situación se produzca.
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Debido a las particularidades inherentes a la IA, algunos autores sos-
tienen que, para comprenderla mejor, es necesario analizar tanto sus 
componentes como su alcance. De este modo, se hace menester pre-
cisar, desde un punto de vista conceptual, su significación. En la no-
menclatura de la IA, el término inteligencia se refiere a la capacidad de 
razonar, aprender y tomar decisiones. Cuando se alude al concepto 
de artificial, aflora la falta de univocidad del término, lo que impide 
determinar, de forma nítida, la naturaleza de la IA y su relación con la 
inteligencia humana (Pazos y García, 2024, p. 8).
Esto permite preguntarse hasta qué punto uno estaría dispuesto a re-
nunciar al raciocinio humano por la capacidad generativa de lo artificial. 
Este parecer pone de relieve que determinados elementos, pese a ser 
artificiales, pueden dar una apariencia de naturalidad. Por ejemplo, el cés-
ped artificial y el natural. No se duda de que ambos cumplen la misma 
función decorativa, pero no tienen las mismas propiedades. Lo que se 
quiere significar es que no basta con que una máquina simule el com-
portamiento humano, si no comprende ni experimenta la realidad de 
igual modo. Así como el césped artificial no respira ni interactúa con el 
entorno de la manera en que lo hace el natural, una IA, por avanzada que 
sea, no cuenta con sentimientos, no interpreta el mundo con subjetividad 
ni construye conocimientos desde la experiencia vivida.
Es por ello que, en este trabajo, se pretende abrir una reflexión so-
bre la importancia de la implementación de la IA en un espacio en 
el que entran en juego los derechos fundamentales (DF). Esto obliga 
a considerar que la IA posee una estructura basada en algoritmos, 
software y hardware, mientras que la respuesta humana proviene 
de redes neuronales y procesos racionales que integran conciencia, 
emoción y percepción sensorial, entre otros elementos.
Tales cuestiones cobran una importancia significativa cuando se tra-
ta de la salvaguarda de los DF en la interpretación y aplicación del 
Derecho. Imputar un significado a un enunciado normativo requiere 
tanto de una lógica humana como de una interpretación de valores, 
especialmente en lo relativo a DF como la libertad, la tutela judicial 
o la privacidad, entre otros.
Ahora bien, la realidad se impone: no se está ante una mera ilusión 
tecnológica, más bien, ante un sistema que aspira a replicar el racio-
cinio humano sin alcanzarlo realmente. El discurso sobre el remplazo 
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de la mente humana por la máquina no se puede decir que sea actual; 
ha estado presente en diferentes momentos históricos. Es muy acer-
tado el pensamiento de Habermas (1948) cuando reconoce que «las 
realizaciones de la técnica, que como tales son irrenunciables, no po-
drán ser sustituidas por una naturaleza que despertara como sujeto» 
(p. 63). Aun asumiendo la postura de este autor y reconociendo que 
la técnica y la ciencia son irremplazables, por cuanto se configuran 
como un potencial en el desarrollo humano, en ningún caso aquellas 
pueden concebirse como un remplazamiento de la máquina sobre el 
humano ni en el servilismo del hombre hacia el artefacto. 
Aunque exista la tentación de imaginar una alternativa en la cual 
la tecnología no domine la vida humana, ella solo sería posible si 
se modificara, por completo, la manera en que la especie interac-
túa con su entorno. Y, en ese contexto, no se puede olvidar que el 
constructo social se fundamenta en una racionalidad instrumental o, 
lo que es lo mismo, una técnica como medio para alcanzar fines es-
pecíficos. Es indiscutible que un sistema computacional no debiera 
asumir el rol de una persona —y tampoco debiera hacerlo—, pues, 
con independencia de que se permita a los sistemas de la IA simular 
un comportamiento, ellos nunca podrán asumir la respuesta de la 
misma manera en que lo haría un ser pensante, ya que, evidente-
mente, la comprensión, en el análisis de la realidad, se percibe de 
diferente manera.
Este cambio de paradigma muestra cómo los constructos sociales, 
bajo el racionalismo técnico-científico, se configuran como una brú-
jula de acción. Ello se demuestra cuando las sociedades se preocu-
pan más por alcanzar una serie de beneficios y rentabilidad para 
optimizarlos. Desde este particular, se entiende que el avance tec-
nológico se centra más en el principio de utilidad, aunque tenga que 
superar los límites éticos o jurídicos. En efecto, se trata de imple-
mentar la IA con el claro objetivo de optimizar, sin tener en cuenta 
los derechos que entran en juego, como la privacidad, la libertad o 
seguridad personal. Esto lleva a plantearse el dilema entre la racio-
nalidad y las decisiones generadas por la IA.
El impacto de esta racionalidad no se limita al ámbito productivo o 
científico. Sus principios se han trasladado al mundo social e influyen 
en la manera en que se estructuran las instituciones y las relaciones 
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humanas. Como consecuencia, se impone una lógica en la que todo 
se somete al cálculo, la planificación y la eficiencia, a la vez que se 
desplazan otras formas de pensamiento y decisión. Incluso, aspectos 
esenciales de la vida, como la naturaleza o la comunicación, son rein-
terpretados bajo esta lógica cuantificadora y pierden su dimensión 
cualitativa. Algunos autores ya advierten que, al carecer de sentido 
común, la IA no cuenta con la posibilidad de sostener un argumento 
sólido, con independencia de que sí puede replicar o simular silo-
gismos formalmente válidos. «Lo que una máquina puede aportar a 
nivel argumentativo, es reproducir silogismos formalmente válidos, 
pero no sólidos. La veracidad que un juez debe determinar depende 
de características humanas que un sistema de IA no puede replicar» 
(Cabrera, 2024, p. 194).
No se está en presencia, únicamente, de avances tecnológicos, más 
bien, de una transformación de la sociedad y la manera en que se 
concibe la existencia, como resultado de la IA. Es decir, la evolución 
o involución a la que el ser humano está condenado, irremediable-
mente, radica en la eficiencia y la optimización. Así, la vida y sus 
interacciones corren el riesgo de ser reducidas a simples datos o 
procesos ajustables, y generar un mundo en el que la razón instru-
mental sustituya la reflexión crítica y la deliberación. Es interesante el 
aporte que ofrece García-Marzá (2024) cuando asevera que 

el interés técnico busca el dominio, la superación de los lími-
tes impuestos por la naturaleza. Pero el éxito de sus resulta-
dos no tarda en aplicarse al mundo social, a la sociedad y a 
sus instituciones. En consecuencia, se prioriza una forma de 
pensar en la que todo se somete al cálculo y planificación 
[sic], donde incluso la vida, la naturaleza y la comunicación 
humana, quedan interpretadas bajo este cálculo de resulta-
dos. (p. 106)

No es extraño, por tanto, que la IA y la automatización sean conside-
radas no solo como herramientas tecnológicas, ya que representan 
la última expresión de un proceso más amplio de desplazamiento 
de la capacidad humana por sistemas técnico-administrativos. Son 
riesgos presentes en el pensamiento de Truyol (1991, p. 118), quien 
sugiere no olvidarlos, aun cuando reconoce los beneficios que llevan 
aparejados las tecnologías. Lo que, en realidad, resulta importante 
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es, precisamente, quién controla la IA y con qué propósito se im-
planta esta. Desde luego, se coincide con este parecer, ya que no 
solo se habla de innovación tecnológica, también se plantea la nece-
sidad de garantizar que el avance de la IA continúe al servicio del ser 
humano y favorezca su desarrollo, evitando nuevas formas de de-
pendencia. Desde esta perspectiva, más que discutir sus beneficios o 
su potencial, el debate se centra en la capacidad para orientarla, de 
manera que promueva el bienestar y la autonomía de las personas. 
Ahora bien, existe el riesgo —que no pocos temen— de que la tec-
nología deje de ser un medio y se convierta en un fin en sí misma, y 
el de que la voluntad humana se someta a dinámicas automatizadas 
o estructuras de control difíciles de revertir.
Se pone en cuestión la capacidad de la IA para simular procesos cog-
nitivos, pero, también, el hecho de que se trata de un diseño conce-
bido por seres humanos con el propósito de replicar ciertas funciones 
de la mente e, incluso, remplazarlas. Lejos de ser una abstracción 
teórica, la IA tiene aplicaciones tecnológicas concretas y consecuen-
cias tangibles en múltiples ámbitos. Desde esta perspectiva, resulta 
imprescindible evaluar el papel y el impacto que ella genera en la 
transformación de los constructos sociales y jurídicos. Porque, indis-
cutiblemente, la proyección inmediata de la implementación de la IA 
redefine la manera en que se interactúa con la tecnología, al tiempo 
que obliga a replantear nociones como autonomía, dignidad, intimi-
dad, libertad…. Desde luego, sería aberrante que la racionalidad ins-
trumental pueda sustituir esferas que, por la propia naturaleza de los 
derechos en juego, no queden gobernadas por una lógica racional, 
porque, de lo contrario, en vez de reflexionar sobre la justicia, se haría 
un replanteamiento sobre qué es más óptimo en términos de eficien-
cia e, incluso, aquellos marcos en los que la eficiencia no debería ser el 
único criterio de decisión. Así lo defiende Otero (2023) cuando reco-
noce que «hay operaciones de inteligencia que precisan la utilización 
de características que sólo las personas tienen y nunca podrán tener 
las máquinas, por ejemplo, las emociones, la conciencia, la intuición 
etc.» (p. 47).
En el ámbito jurídico, la implementación de la IA sería un ejemplo 
palmario de lo antedicho, pues va más allá de la eficiencia o la au-
tomatización de procesos y cómo se debe gestionar la aplicabilidad 
de la norma en relación con la justicia y el Derecho. En este punto, 
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no se quiere manifestar una postura contraria a los beneficios referidos 
a la capacidad de la IA para la recopilación de datos y la agilización de 
respuestas. Sin embargo, el Derecho no puede reducirse a un ejercicio 
mecánico de aplicación de normas. El sentido de justicia no debe redu-
cirse a un compendio de datos o patrones de actuación, ya que implica, 
también, la exigencia de una interpretación basada en principios que 
no siempre pueden ser reconocidos por un algoritmo. Los operado-
res jurídicos deben ser cautelosos en el manejo de la IA, a la hora de 
adoptar una decisión. Cobra sentido la preocupación que se despierta 
en la doctrina sobre la posibilidad de que los algoritmos reproduzcan 
sesgos estructurales que tengan como respuesta desigualdades o prác-
ticas discriminatorias o, incluso, las refuercen. Son muchos los deba-
tes que se han abierto sobre la posibilidad de considerar legítima una 
decisión, basada en un sistema que carece de la capacidad de funda-
mentar la toma de decisiones que afectan DF de razonamiento jurídi-
co. Desde luego, atendiendo a la dimensión axiológica del Derecho, la 
pregunta obligada sería si los algoritmos, por muy desarrollados que se 
encuentren, cuentan con la equidad, proporcionalidad o ponderación 
necesarias en la aplicación e interpretación del Derecho. El núcleo fun-
damental y problemático lo constituye el empleo de la IA en el proceso 
judicial. Desde una visión crítica, este tema obliga a repensar la labor 
del juez como garante de la justicia y la ponderación que caracterizan 
al Derecho, si una y otra son sustituidas por la IA.

II. LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN LA TOMA 
DE DECISIONES JUDICIALES
Que la IA ha irrumpido en los constructos sociales es un hecho evidente. 
Con mayor frecuencia se observa cómo, en todos los sectores (econó-
micos, sociales, sanitarios, etc.), ejerce una influencia más que significa-
tiva. En el contexto que se aborda, el que la IA encuentre acomodo en 
el ámbito jurídico, con la promesa de agilizar procesos, reducir la carga 
de trabajo de los tribunales y, en algunos casos, predecir decisiones 
judiciales, posiciona a los operadores jurídicos en una situación, cuanto 
menos, expectante.
Sin entrar en la disquisición sobre las fortalezas de la IA en términos 
de eficiencia, su implementación en las decisiones judiciales abre la 
puerta a reflexionar sobre los atributos del Derecho y la legitimidad 
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de la función judicial. Se trata, por tanto, de evaluar su eficacia opera-
tiva, y de cuestionarse hasta qué punto una máquina puede asumir el 
papel de garante de la justicia, sin poner en riesgo los principios fun-
damentales que sustentan el sistema jurídico, como la equidad, la im-
parcialidad y el respeto a los DF. La justicia no es más que el reflejo de 
un constructo social; por ello, no puede ser concebida como un valor 
estático. La realidad sobre la posibilidad de que la IA se convierta en 
una herramienta que, lejos de contribuir como un apoyo, se configure 
como un órgano activo, en la toma de decisiones judiciales, despierta 
un debate que no queda exento de contradicciones, sobre todo, en 
el papel del juez en el sistema de la administración de justicia. Pues, 
¿hasta qué punto se puede confiar en que los sistemas computacio-
nales desempeñen la labor tradicional del juez?
Hasta el momento, se ha defendido la IA como una socorrida herra-
mienta de apoyo en la gestión de expedientes. Sin embargo, de ma-
nera inexorable, ella está revolucionando el concepto tradicional en la 
práctica jurídica, tanto en la interpretación del Derecho como en su 
aplicación, lo cual redimensiona la lógica algorítmica. Lo anterior obliga 
a meditar sobre el nuevo modelo de escritura jurídica que se enfrenta, 
en el que la argumentación jurídica tradicional es sustituida por la pre-
dicción automatizada o, al menos, condicionada por esta; por ende, ha 
de evaluarse la redefinición del valor o sentido de la justicia. 
Algunos autores reconocen las fortalezas de la IA como instrumento de 
auxilio para optimizar la administración de justicia. En tal sentido, Ca-
brera (2024, p. 186) identifica dos algoritmos de evaluación de riesgos 
que analizan la probabilidad de reincidencia en Derecho penal, y los 
sistemas jurídicos expertos, centrados en la predicción de razonamien-
tos interpretativos mediante el análisis de legislación y jurisprudencia.
Sin embargo, el verdadero punto de inflexión llegará cuando la IA no 
solo se configure como una herramienta auxiliar, más bien, cuando asu-
ma un rol más determinante. La pregunta obligada no es si la IA podrá 
sustituir la labor del juez y cómo asegurar la protección de los derechos, 
la justicia y la independencia, además de prevenir la arbitrariedad. Des-
de una perspectiva garantista, Ferrajoli (2006) sostiene que el Derecho 
debe estructurarse en torno a la protección de los DF, mediante un 
sistema de garantías; considera como tal «cualquier técnica normativa 
de tutela de un derecho subjetivo» (p. 31). La implementación de la IA 



ISSN EDICIÓN IMPRESA: 1810-0171 
RNPS: 0504

43

el impacto de la inteligencia artificial en la justicia

en la justicia obliga a pensar en cómo pueden quedar garantizadas las 
decisiones automatizadas para que cuenten con los principios que ins-
pira el debido proceso. El autor antes mencionado —coincidiendo con 
Dworkin en el reconocimiento de las reglas primarias y secundarias— 
muestra su preocupación por el sistema de garantías institucionales. En 
su línea de pensamiento, se entiende que el poder judicial debe actuar 
como un contrapeso que limite la arbitrariedad y asegure, por ende, 
que los jueces resuelvan conforme a una argumentación racional inspi-
rada en el control de constitucionalidad.
En este marco, surge la preocupación de que los algoritmos, al no 
estar sujetos a una reflexión moral ni a un control judicial tradicional, 
puedan emitir fallos que vulneren las garantías fundamentales. Esto 
pone en cuestión si la IA es compatible con un modelo garantista 
de justicia.
En el razonamiento dworkiniano, el Derecho es concebido como un 
sistema de reglas que dependen de principios como la equidad y la 
justicia. Se sostiene que los jueces no solo aplican normas, ya que el 
resultado de su interpretación debe estar en consonancia con princi-
pios morales. De este modo, se defiende que «una concepción del de-
recho que niegue la separación absoluta entre el derecho y la moral, y 
que no acuda a principios de justicia material preestablecidos (como 
hacía el viejo iusnaturalismo) es una doctrina peligrosa» (Dworkin, 
1989, p. 8). Siguiendo este planteamiento, si la IA se limita a aplicar 
reglas sin ponderar principios jurídicos, se podría suponer que, en las 
decisiones automatizadas, se crean decisiones formalmente correctas, 
pero que pueden ser injustas en su impacto real.
Frente a este horizonte, la respuesta compulsa a estar conscientes de 
que no se trata de una posibilidad lejana ni de un argumento propio 
de la ciencia ficción, pues hay que tener presente el valor que asume 
la justicia en la interpretación del Derecho. Esta transformación viene 
reconocida como

la integración de la tecnología digital en las distintas áreas 
del sistema judicial, con la finalidad de mejorar la calidad y 
eficacia en la resolución de conflictos, modificando tanto la 
organización de la justicia como la forma en que se relaciona 
con el ciudadano, y gestionando los riesgos generados sobre 
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los derechos de las personas y las garantías procesales. (Del-
gado, 2021, p. 28)

La implementación de la IA en la administración de justicia no de-
bería quedar reducida a una visión simplista, constreñida en la au-
tomatización de datos y la eficiencia administrativa, sin tener en 
consideración el alcance que tiene y sus implicaciones en materia 
de DF. No se puede olvidar la razón de ser de aquella; como agente 
auxiliar, no posee capacidad de adaptación ni autonomía en la toma 
de decisiones (Castillejo, 2022, p. 64).
El rol del juez en la resolución de conflictos trasciende la mera aplicación 
mecánica de normas a hechos, ya que su labor implica interpretación, 
ponderación de principios y valoración de circunstancias específicas. 
Cuanto menos, resulta preocupante que, en la función jurisdiccional, el 
juicio humano quede relegado por decisiones automatizadas, basadas 
en el resultado de datos y patrones estadísticos antes que en el imperio 
de la ley. De ser así, cabría preguntarse cómo garantizar los DF, prote-
ger la independencia judicial y preservar el principio de justicia. Por el 
momento, la respuesta es una incógnita. Por supuesto, se quiere que 
el debate se centre, fundamentalmente, en la implementación de unos 
términos que tengan como objetivo declarado el respeto de los DF y el 
valor que irradia la dignidad humana. 
De este modo, se desea evidenciar que un sistema automatizado y ba-
sado en algoritmos carece de la capacidad para justificar una decisión 
en términos jurídicos y, sobre todo, en términos humanos. La robotiza-
ción judicial ya es una realidad que no se puede soslayar. La posibilidad 
de que los algoritmos y sistemas computacionales asuman funciones 
que, en principio, el Derecho adjudicaba a los jueces humanos cobra, 
cada día, más fuerza. Esta situación se ha revertido en la aparición de 
jueces robots que asumen decisiones automatizadas. Por ello, resulta ne-
cesario «trabajar con la deep learning, integrando la base de datos con 
redes neuronales para entrenar a los robots jueces en el dictado de sen-
tencias similares a las de los jueces profesionales» (Barona, 2024, p. 172).
Si se atiende al principio tradicional del Estado, como garante de 
los derechos en la administración de justicia, el principio de inde-
pendencia cobra especial relevancia, pues, de no ser considerado, 
el sentido y la esencia del Derecho quedarían difuminados, ello por 
no hablar de la independencia como principio rector de aquella fun-
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ción; si la autonomía del juez frente al sometimiento de la ley no se 
materializa, la decisión judicial queda vacía de legalidad. De sustituir 
al juez por la IA, la función jurisdiccional perdería su capacidad de 
tutela efectiva y se convertiría en un mero trámite, condicionado 
por intereses ajenos a la justicia misma (Barranco, 2005, p. 122). Esta 
idea obliga a tener en cuenta, de inicio, que la norma y su aplicación 
concreta en cada caso no es un aspecto secundario; es, en cambio, 
el núcleo que permite que el Derecho siga siendo un mecanismo de 
garantía y no un instrumento de arbitrariedad o discrecionalidad, 
pues la ley y la interpretación de esta ofrecen seguridad jurídica al 
justiciable.
Se hace forzoso, entonces, poner énfasis en la centralidad del De-
recho como mecanismo de garantía. Aparte de la seguridad jurídica 
que se brinda al justiciable, también, cuenta cómo se concibe la jus-
ticia y su efectividad por parte del constructo social. Por lo que 

el derecho es un complejo de motivos fácticos de determina-
ción de la acción humana real que está vinculado a los demás 
órdenes sociales, agrupados por él en la costumbre (tradi-
ción) y la convención (costumbre en sentido estricto). Es de-
recho vivo, en contraste con el derecho jurídicamente válido. 
(Monereo Pérez y Monereo Atienza, 2016, p. 344) 

Frente a la idea de que puede optimizarse la decisión automatizada 
o adoptada por un sistema de IA, no se ha de pensar que el Dere-
cho asume una proyección viva en la medida en que es observado, 
aceptado y reconocido por el constructo social y queda constreñi-
do, exclusivamente, a la validez formal. En este punto, la cuestión 
quedaría resumida a la percepción sobre la legitimad, ante la falta de 
autonomía del juez en la interpretación y aplicación del Derecho, por 
lo que, de ser así, podría verse afectada aquella y, por consiguiente, 
la probabilidad de que la sociedad acate voluntariamente las normas. 
Atienza —citado por García (2016)— reconoce que 

hay discrecionalidad porque en Derecho no se puede decidir 
sin valorar, sin establecer valorativamente preferencias y sin 
optar entre alternativas abiertas; por ejemplo, a la hora de 
elegir una de entre las varias interpretaciones que de la nor-
ma son razonablemente posibles. (p. 49) 
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Por tanto, el Derecho no puede reducirse a un sistema determinista, 
en el que una norma lleve, de forma automática, a una única solución. 
Todo lo contrario, la discrecionalidad no se identifica, de ningún modo, 
con la arbitrariedad. Simplemente, responde a una exigencia valorativa 
entre distintas alternativas, todas ellas válidas para el Derecho. Piénsese, 
si no, en cómo una norma puede asumir diferentes interpretaciones en 
función de la órbita jurídica. La función del juez no será otra que la de 
aplicar una interpretación ajustada a su criterio y los valores que orien-
tan el Derecho en una delimitación concreta.
Desde una visión constructivista, el Derecho se configura, más que 
como un compendio de normas, cual resultado de la interpretación y 
aplicación de estas por parte de los operadores jurídicos. Haciendo una 
extensión a lo que se aborda, se podría reconocer que el poder judicial 
estaría compuesto como una especie de mente colectiva derivada de 
las decisiones adoptadas por los diferentes jueces y tribunales que, con 
independencia de asumir decisiones de manera independiente, quedan 
sometidos, inexorablemente, al imperio de la ley. Podrá constatarse que 

el conjunto de los integrantes del poder judicial, pueden ac-
tuar de manera para-consistente, dando soluciones diferen-
tes para los mismos tipos de casos. Si el juez puede identificar  
distintos tipos de enunciados y aplicar la regla de derrota-
bilidad, es porque previamente se presuponen esquemas 
cognitivos provenientes de la teoría general del Derecho. 
(Martínez, 2012, p. 837) 

Lógicamente, la toma de decisiones no sigue un camino único e 
invariable; puede adaptarse a distintos momentos y escenarios sin 
que, con ello, pierda la coherencia. Aplicado al Derecho, este razo-
namiento permite comprobar que la interpretación jurídica no ha de 
ser concebida como una actividad mecánica, sino como un proceso 
en el que se ponderan principios, se analizan las diferentes circuns-
tancias específicas y se valora el impacto de cada decisión en la rea-
lidad social.
El juez, cual operador jurídico, en el ejercicio de sus competencias, debe 
resolver las diferentes controversias que se le plantean. Su obligación 
es interpretar y significar el hecho, con base en una norma. Para ello, 
deberá reconstruir la carga de la prueba y hacer una valoración racional 
basada en un principio de justicia. 
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Sobre esta premisa, si se entiende que la justicia tiene como prima 
facie la equidad y la proporcionalidad, ella se aleja, desde luego, de 
los sistemas algorítmicos y tecnológicos que, de entrada, pueden 
presentar matices discriminatorios que impiden una sentencia justa. 
Cuando se deposita la confianza en que una persona sea juzgada por 
algoritmos opacos, se desvirtúa el sentido del Derecho, bajo la justi-
ficación de la eficiencia que proporciona la IA. Si se sustituye al juez 
humano por el juez robot, la carga de la prueba, la testifical, los infor-
mes periciales, entre otros ejemplos, carecerían de cualquier sentido. 
Por ello, no se puede pensar que la actuación del juez es mecánica, 
como, tampoco, que su valoración se agota con la carga de la prueba 
de datos objetivos. La labor interpretativa del juez lleva aparejados 
otros aspectos de análisis, en los que la argumentación, la coherencia 
y la ponderación se configuran como la brújula que guía la actuación 
judicial. Aquí se torna más relevante la pregunta sobre la posibilidad 
de implementar la IA como un sistema que permita ejercer la labor 
judicial con las mismas garantías. Hay elementos que son difícilmente 
detectables por un algoritmo, como pueden ser el lenguaje corporal, 
la credibilidad de los testigos, la coherencia del relato de estos. Lo 
importante en un juicio es, verdaderamente, la valoración de las cir-
cunstancias humanas que rodean al caso concreto, pero, de admitirse 
la práctica de la prueba automatizada, ¿cómo se podría determinar la 
veracidad del testimonio? o, si existiera una duda razonable, ¿cómo se 
medirían los diferentes elementos en términos algorítmicos? El inten-
to de dar una respuesta conduce a la misma conclusión: la justicia en 
este escenario no puede reducirse a una sentencia automatizada cuyo 
razonamiento sea inaccesible.
Precisamente por ello, se entiende que la decisión judicial depen-
derá de la valoración (que pasa por el razonamiento humano) sobre 
una serie de factores que influyen en la decisión y que solo un hu-
mano es capaz de interpretar y ponderar. Es más, la garantía reside 
en la exigencia de motivar el fallo, fundamentar el criterio y abrir la 
posibilidad de recurrir, en caso de que la decisión pueda ser apelada 
ante un tribunal superior. 
Pese a todo, hay países que ya han implementado el juez robot, como 
China o Estonia. Es relevante que este último, desde el año 2000, cuen-
ta con un sistema de justicia computacional. Sin embargo, fue en 2019 
cuando China implementó lo que se conoce como los Tribunales de 
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internet. Un dato significativo es que ninguna de estas dos naciones ha 
remplazado al juez humano, pues, en ambos casos, el robot solamente 
se emplea en cuestiones en materia civil y las decisiones son ratificadas 
por el humano.

III. EL MITO DE LA NEUTRALIDAD: CUANDO EL SESGO 
SE ESCONDE TRAS LA OBJETIVIDAD
Hasta el momento, se han destacado los riesgos éticos que impli-
ca la implementación de la IA en la toma de decisiones judiciales frente 
a la racionalidad humana. En este punto, es necesario ahondar sobre 
los sesgos que llevan implícitos la automatización en la IA y su proyec-
ción en los derechos. En las decisiones judiciales entran en juego los 
DF del justiciable. Por esta razón, habrá que analizar si ellas no se ven 
afectadas por algoritmos discriminatorios por razón de raza, género, 
cultura identitaria o cualquier otro rasgo que se identifique como un 
factor discriminatorio. En no pocas ocasiones, se ha demostrado que la 
implementación de la IA en la administración de justicia, bajo la apa-
riencia de imparcialidad, ha logrado aumentar la discriminación y perpe-
tuarla. De hecho, cuando se ha optado por la implementación de la IA, 
como herramienta para evaluar los riesgos en la ejecución de las penas 
o la libertad condicional, los sistemas algorítmicos se presentan como 
soluciones, aparentemente, objetivas y eficientes. Sin embargo, cuando 
se señala que la IA está sesgada, rara vez se explicita qué se entiende 
por sesgo ni por qué su presencia es problemática. La ausencia de una 
visión crítica no hace más que invisibilizar la reproducción de desigual-
dades estructurales en el ámbito judicial y su consolidación.
La realidad que no se quiere ver es que la neutralidad no existe en la IA. Un 
algoritmo está diseñado para cumplir una función. Eso significa que se 
nutre de datos previos en el ámbito judicial; por lo que no va a operar 
en vacío. El problema se presenta cuando el algoritmo aprende y asi-
mila datos que cuentan con patrones basados en prácticas discrimina-
torias. La respuesta lógica será más rigurosa en aquellos colectivos que 
cuentan con un patrón sesgado y discriminatorio. De esta manera, la 
aparente neutralidad tecnológica que se defiende con la IA quedaría 
sin valor, ya que, realmente, se estaría perpetuando la desigualdad 
(Cantero, 2024, p. 56).
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Confiar en la IA para llevar a cabo esta función podría crear una falsa 
apariencia de independencia e imparcialidad, sin tener en cuenta 
que se podría estar reproduciendo una discriminación. La posición 
de algunos autores no se ha hecho esperar; se afirma que, 

aunque se podría programar a [sic] estos sistemas para evitar ses-
gos basados en raza, género u otros factores discriminatorios, si-
gue existiendo el riesgo de que las decisiones sean influenciadas 
por sesgos inherentes en los datos de entrenamiento. Los algorit-
mos de inteligencia artificial aprenden a partir de datos históricos, 
y si estos datos reflejan sesgos sistemáticos, los jueces robóticos 
podrían perpetuar esas desigualdades. (Farfán, 2023, p. 178). 

A modo de ejemplo, reflexiónese sobre lo sucedido en Inglaterra y 
Gales. Un error de cálculo en el formulario oficial utilizado en casos 
de divorcio provocó una incorrecta determinación de la pensión ali-
mentaria en 3600 casos, a lo largo de 19 meses. El verdadero proble-
ma no radica en el fallo del sistema; cabría preguntarse por qué ni el 
Ministerio de Justicia ni las personas que completaron los formula-
rios detectaron el error durante tanto tiempo (Contini, 2019, s.p.). La 
IA no deja de ser un sistema que se nutre del almacenamiento de datos 
previos. Por lo que, si cuenta con una orientación predeterminada, con 
base en una apariencia de neutralidad, su respuesta no siempre será 
imparcial y objetiva. Cotino (2019, p. 36) defiende la necesidad de una 
IA confiable y ética, y pone de manifiesto que la automatización no es 
un proceso neutral y la ausencia de un diseño responsable no haría más 
que reproducir y amplificar los prejuicios prexistentes.
El problema de fondo no reside en si la implementación de la IA sirve 
como una herramienta de auxilio en el ámbito judicial, sea justificable 
y beneficiosa o no, o en enrocarse sobre el modelo tradicional, sin 
tener en cuenta los emergentes. De lo que, verdaderamente, se trata 
es de que se deje al margen la capacidad crítica que tiene el juez, sin 
obviar que el Derecho no se presenta como un sistema de certezas 
absolutas, sino que se entiende más bien un entorno argumentativo, 
en el que la interpretación jurídica se convierte en la piedra angular de 
cualquier sistema de justicia. Se quiere decir con ello que no se rechazan 
los beneficios que genera la IA para la administración de justicia, pero, 
de ningún modo, se puede suplir el juicio humano sin comprometer los 
principios que irradia el valor de la justicia, como pueden ser la tutela, 
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la presunción de inocencia o la equidad. Se defiende que la imple-
mentación de la IA no ha de conceder a las máquinas el poder de 
decisión sobre cuestiones que afectan, directamente, los derechos y 
las libertades de las personas. La regulación de la IA, en sí misma, con-
duce a exigir, de igual manera, un marco que defina quiénes son los 
responsables que intervienen en el diseño y el desarrollo, puesto que, 
«sin poder identificar con claridad quién es responsable por los daños 
provocados por la actuación del juez-robot, el perjudicado quedará 
desamparado» (Pineros, 2024, p. 71).
Algunos autores ponen de manifiesto que, a la hora de adoptar una 
decisión, el funcionamiento de la IA es similar al de los humanos, en 
cuanto a los sesgos y prejuicios. Es decir, cuando se identifica un ses-
go algorítmico, lo que se presencia no es más que una falta de neu-
tralidad en la respuesta, con base en los datos con los que la máquina 
ha sido «entrenada». 

Cuando se imputa a los algoritmos de IA un sesgo, lo que se 
quiere decir es que los datos que arroja no son neutrales. En 
igualdad de circunstancias, el pertenecer a determinado grupo 
social, género, religión, etc., hace que la solución sea distinta. 
No garantizan un trato igual entre los diferentes grupos (por 
ejemplo, si eres de raza negra vas a prisión provisional, si eres 
de raza blanca a libertad provisional). (Sanchís, 2023, p. 74)

Desde luego, el debate actual se ha centrado en la implementación 
de la IA, con relación a los posibles sesgos discriminatorios referidos 
a la desigualdad de género o racial, especialmente, en escenarios en 
los que esta problemática está generando una vulneración de DF. De 
hecho, diferentes sectores aluden a la posibilidad del sesgo que hay de-
trás de los conocidos algoritmos opacos. Estos tienen un objetivo claro 
en su estructura de diseño predictivo. Es decir, se encargan de evaluar 
los niveles de riesgo y predecirlos. En este sentido se pronuncia Páez 
(s.f.), al advertir que, 

desde el punto de vista ético, plantea muchas de las mismas 
preguntas que la opacidad jurídica con respecto a la discri-
minación oculta y la violación de los derechos humanos. Des-
de el punto técnico, es un obstáculo para los desarrolladores 
que quieran mejorar el desempeño del modelo, y detectar y 
resolver sesgos y otros riesgos semejantes. (s.p.)
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Se concuerda en la doble dimensión en la que se proyecta el proble-
ma de los algoritmos opacos, puesto que, por un lado, se dimensio-
nan por tratarse de una clara vulneración de los DF y, por la otra, es 
notable la falta de transparencia técnica.
La lógica de funcionamiento, verdaderamente, despierta las alarmas, 
sobre todo, porque la estructura y metodología del diseño de los sis-
temas automatizados quedan amparadas por el Derecho de propie-
dad intelectual de los creadores; por lo que se evidencia una falta de 
transparencia que impide que las personas afectadas conozcan los 
criterios exactos que determinan las decisiones que les conciernen 
(Roa, 2022, p. 278). 
Los programas de IA son creados y desarrollados, en la mayoría de los 
casos, por entidades privadas y se amparan en el Derecho sobre la 
propiedad intelectual que garantiza la inversión tecnológica. Ello lle-
va implícita la imposibilidad de conocer la estructura del sistema y 
los datos que se han incluido para su desarrollo. 
Si en la fase procesal, al justiciable le resulta incomprensible el fallo, 
el derecho a la tutela judicial efectiva o a un juicio justo, como ló-
gica respuesta, tiene un sistema de justicia carente de legitimidad. 
En atención a lo anterior, se defiende que la opacidad y la falta de 
transparencia atentan, directamente, contra el derecho a la tutela 
judicial. ¿Cómo puede un ciudadano ejercer su derecho a la defensa, 
si no sabe qué criterios se han utilizado para valorar su caso? ¿Cómo 
puede un juez verificar la equidad de una decisión, si el sistema que 
la ha generado no es auditable ni cuestionable?
Hasta el momento, no hay respuesta. Bajo este planteamiento, ha-
brá que pensar en la reformulación de un derecho que garantice la 
tutela efectiva y el derecho del justiciable a estar informado sobre 
cualquier decisión judicial que lo afecte. En principio, esto podría 
parecer algo descabellado; sin embargo, es una cuestión de primer 
orden en la pretensión de implementar la automatización en las de-
cisiones judiciales. La automatización de estas no se puede alcanzar 
a cualquier costo, sobre todo cuando entra en juego la vulneración 
de los DF. En el prisma del sentido de la justicia, no cabe la posibi-
lidad de que la decisión sea incomprendida por el justiciable. Si se 
reconoce al «lenguaje judicial como [aquel] emplead[o] por los di-
ferentes entes encargados de administrar justicia en sus relaciones 
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con los ciudadanos» (Apa, 2021, p. 151), se hace necesario que él sea 
claro e inteligible para el justiciable. De lo contrario, el derecho a la 
defensa quedaría como un muro infranqueable en el acceso real a 
los derechos, y minaría la legitimidad y eficacia del sentido del De-
recho, por lo cual se evidencia un significativo riesgo del derecho a 
la defensa, la tutela judicial y el derecho a una sentencia justa y sin 
dilaciones indebidas. 
Es preocupante verificar, ciertamente, hasta qué punto la implemen-
tación de la IA en la administración de justicia tiene capacidad para 
preservar los valores que fundamentan las funciones del Derecho, 
como la equidad, la proporcionalidad y el respeto a los DF. Desde 
luego, esto resulta aberrante y un despropósito en clave de garantía 
procesal; desde una visión de justicia, los jueces y tribunales deben 
ser imparciales; su actuación, también, ha de ser verificable y com-
prensible para quienes se ven afectados por sus decisiones. La opa-
cidad no puede tratarse como un simple defecto técnico; más bien 
debe asumirse como lo que, realmente, significa: una vulneración 
del derecho a la defensa en materia de DF, pues, si el justiciable no 
puede cuestionar la base de su propia condena, ¿cómo puede ha-
blarse de un juicio justo?
Un ejemplo palmario se encuentra en COMPAS que, traducido del in-
glés, significa «Administración de perfiles de criminales para sanciones 
alternativas del sistema de prisiones de los EE.UU.» y ha sido implemen-
tado por varios Estados norteamericanos, con el objetivo de evaluar 
el riesgo de reincidencia de los penados (Miró, 2018, p. 108). Sobre la 
justificación de ofrecer rigor y previsibilidad en la toma de decisiones 
judiciales, numerosos estudios muestran cómo la implementación de 
ese sistema ha generado un mayor impacto en la raza afroamericana, 
en comparación con las personas blancas, a pesar de que contaban 
con los mismos perfiles delictivos de riesgo. Es reseñable, en tal senti-
do, el estudio realizado por ProPublica (Larson, Mattu y Angwin, 2016, 
s.p.) en el que identificaron que COMPAS situaba el factor del colectivo 
afroamericano con un mayor porcentaje de reincidencia (44,9%), frente 
a los acusados de raza blanca (23,5%). De hecho, a la inversa, en el 
estudio sobre la baja reincidencia, las personas blancas contaban 
con una tasa del 47,7%, frente a los afroamericanos que disminuía 
en un 28%. 
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Esto, desde luego, evidencia un modelo de justicia que, lejos de co-
rregir las desigualdades existentes en el sistema penal, parece perpe-
tuarlas, bajo la apariencia de una supuesta objetividad matemática y, 
a la vez, que se reproducen desigualdades estructurales y se eterni-
zan, como si se tratara de una legitimidad renovada. Ello conduce a 
reflexionar sobre el principio de responsabilidad individual, conforme 
con el cual las personas deben ser juzgadas por sus actos, mas no por 
la probabilidad estadística de que reincidan en el futuro. 
Al igual que en el caso de COMPAS, existen otros programas como 
el ShotSpotter, creado para la detección temprana de posibles tiro-
teos, mediante la alerta a la policía. De igual forma, este sistema ha sido 
cuestionado por sus sesgos y la falta de transparencia en las decisiones 
judiciales. Prueba de ello es el estudio realizado por MacArthur Justice 
Center, en el que se hizo un diagnóstico cuantitativo de las estaciones 
de policía en Chicago. Los datos revelaron que cerca del 89% de las 
alertas generadas por ShotSpotter no resultaron en la identificación 
de crímenes relacionados con armas de fuego y el 86% no identifi-
caron ningún tipo de crimen (Associated Press, 2023).
Lo expuesto pone en evidencia la falacia de la neutralidad algorítmica. 
Desde una visión ética, pensar que los datos automatizados puedan pro-
veer respuestas desprovistas de valoraciones ideológicas ignora el rol de 
quienes diseñan y desarrollan la tecnología. Se olvidan, quienes así pien-
san, que la realidad es que cualquier sistema de IA es el resultado de una 
voluntad humana y, en función de su diseño, la toma de decisión tendrá 
en cuenta las variables (datos históricos, precedentes judiciales, etc.). Vis-
tas las cosas así, la implementación tecnocrática en la administración de 
justicia no hace más que reducir al individuo a una serie de datos cuan-
tificables. Tratándose de DF, al menos resulta preocupante encomendar 
la responsabilidad a un sistema opaco y discriminatorio. Esto se podría 
entender, casi como una renuncia a la responsabilidad que el Derecho 
tiene de garantizar la dignidad y la igualdad de todas las personas ante la 
ley, sin prejuicio de raza, género o cualquier otra diferenciación.
A mayor abundamiento, si se acepta y normaliza la opacidad de esos 
sistemas, sin cuestionar su legalidad, no se hace más que renunciar 
a los principios que inspiran el Estado de Derecho. En este sentido, 
se pronuncia Monasterio (2017), al reconocer que «garantizar todos 
los derechos de las personas y en particular aquellos que se pueden 
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conculcar a partir de los usos innovadores de los datos personales 
no es algo abstracto y difícil de conseguir» (p. 214).
En la misma línea, otra cuestión que está presente en el debate sobre 
la implementación de la IA en el sistema de justicia es la que afecta la 
responsabilidad. Moralmente, las decisiones automatizadas carecen 
de responsabilidad, ya que no cuentan con conciencia ni ética. Es alar-
mante cómo se desdibuja la responsabilidad del operador jurídico, 
bajo el manto de la supuesta objetividad que ofrece la IA para eludir 
sus obligaciones éticas y jurídicas en el ejercicio de la función social 
que representa.
Ya se ha advertido que, entre los riesgos más temibles, están, precisa-
mente, los algoritmos que cuentan, por un lado, con la posibilidad de 
tener un sesgo discriminatorio y, del otro, la opacidad y falta de trans-
parencia que se enarbola a partir del derecho de propiedad intelectual 
de sus creadores. Son varios los interrogantes que no cuentan con una 
fácil respuesta o, por lo menos, hasta el momento, esta no resulta del 
todo significativa, al no quedar claro sobre quién recae la responsabili-
dad, cuando el algoritmo cuenta con un sesgo discriminatorio: si sobre 
el programador que diseñó el modelo, quienes diseñaron el programa 
de software o el juez que adoptó una decisión generada por la IA. Sobre 
este parecer, algunos autores reconocen que 

los humanos serían los «autores intelectuales» de las acciones de 
una IA. Por otro lado, puede atribuirse responsabilidad a la per-
sona que dirige o es propietaria de un sistema de IA, de la misma 
manera que el propietario de una empresa es responsable por 
las acciones de esta, aunque no las ordene directamente. (Espi-
nosa, 2023, p. 6)

IV. CONCLUSIONES
La implementación de la IA y los sistemas automatizados no pueden 
asumirse con un entusiasmo ciego, como, tampoco, con la ingenua 
creencia de que, por sí sola, esta puede alcanzar la eficiencia de la 
administración de justicia. Ante la cuestión, sumamente importante, 
de si la IA puede juzgar, o no, se defiende que la justicia no es un mero 
ejercicio de predictibilidad estadística ni de procesamiento de datos, 
sino un acto de ponderación de valores, de interpretación de principios 
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y de reconocimiento que solo el humano puede realizar. La justicia no 
se reduce a una neutralidad matemática, ya que se fundamenta en la 
legitimidad democrática.
El riesgo de trasladar estas decisiones a un sistema algorítmico ex-
pone a que las decisiones provengan de sistemas opacos. El peligro 
latente recae sobre quién controla la IA en la justicia. Los algoritmos 
son diseñados, programados y gestionados por corporaciones pri-
vadas o estatales, y no siempre el objetivo es la justicia; se busca, an-
tes, la eficiencia, el control e, incluso, la rentabilidad económica. De 
igual manera, habría que detenerse en los sesgos que han demos-
trado las numerosas investigaciones realizadas hasta el momento.
La IA puede ser una herramienta de apoyo en la administración de 
justicia, y debe serlo, pero nunca un sustituto del juez humano. Se 
trata de aceptar la tecnología y su utilidad, pero con plena compren-
sión de sus límites. Si se confía, ciegamente, en la IA para impartir 
justicia, se asistiría a un mundo en el que las decisiones judiciales no 
serían actos de justicia, sino simples cálculos impávidos y opacos; 
por no decir que la justicia, sin humanidad, no es justicia; es solo un 
espejismo de equidad, una simulación de legalidad, una sombra de 
lo que debería ser. Es aquí donde reside la mayor responsabilidad 
de los juristas y teóricos del Derecho: en garantizar que el progreso 
tecnológico no haga olvidar lo esencialmente humano de la justicia. 
Al final, la pregunta no es si la IA puede juzgar; primero, hay que 
inquirir qué tipo de justicia se desea para la sociedad.
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